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Contribuciones sobre la importancia de considerar a las mujeres privadas de la libertad para estudiar el derecho al cuidado
(In English: Inputs about the relevant of considering women deprived when studying the right to care)

Abstract (in English)
The eleven Latin American organizations and members of civil society present the following inputs to advocate for the relevance and urgency of questioning the experience of women deprived of their liberty and women relatives of persons in prison when studying the right to care. The document is therefore divided into three sections. First, we argue about the relevance and urgency of considering the women deprived of their liberty -specifically, from those who were arrested and sentenced because of drugs-related offenses- in the debates about care and support. Then, we describe the conditions of four specific groups of women who interact with the criminal justice system (LBTQ women, women in pretrial detention and house arrest, and women relatives) and their distinct experiences with caregiving. Finally, we summarize laws and public policies adopted in Latin America to guarantee the right to care for persons deprived of their liberty, particularly two good and innovative practices implemented by RIMUF and the Colombian government.

Contenido (en español)
[bookmark: _heading=h.30j0zll]Las normas sociales del sistema de género, en conjunto con el deficiente modelo de cuidado por parte de los Estados, han impuesto a las mujeres una mayor carga en las labores de cuidado.[footnoteRef:1] Esta distribución desigual del trabajo de cuidado que recae principalmente en las mujeres, además de ser injusta, conlleva a que se enfrenten situaciones de violencia, precariedad y discriminación. A pesar de existir un consenso sobre lo anterior, las discusiones actuales no toman en cuenta las experiencias ni necesidades particulares de las mujeres privadas de la libertad, así como todas aquellas que enfrentan e interactúan con los sistemas penitenciarios.  [1:  La CEPAL, en su documento La sociedad del cuidado. Horizonte para una recuperación sostenible con igualdad de género, definió que el cuidado es el conjunto de prácticas de reproducción social, que tiene como función la provisión y sostenibilidad del bienestar. El cuidado no solo incluye las prácticas enmarcadas en la maternidad o paternidad, sino a todas las acciones de preservación y sostenimiento de la vida a familiares, comunidad, al territorio y la persona misma, así como de transmisión de saberes y valores culturales.] 

Los sistemas penitenciarios son espacios de reproducción y perpetuación de la desigualdad de género, donde los Estados desconocen las responsabilidades de cuidado que tienen las mujeres que están privadas de la libertad con otras personas y con ellas mismas. Estas responsabilidades se agudizan porque dicha labor está acompañada de necesidades económicas que no cesan con la vida intramuros. Así, las mujeres privadas de la libertad mantienen la misma sobrecarga de cuidado que tenían en libertad, que se complejiza al ser resuelta a distancia, con poco o nulo acceso a canales de comunicación con el exterior y con reducidas y mal pagadas opciones laborales disponibles.
La prisión, además de obstaculizar que las mujeres puedan ejercer las responsabilidades de cuidado con otras personas, impide el derecho a cuidarse a sí misma. Esto ocurre porque, como demuestran múltiples estudios desde visiones feministas y estructuralistas, los sistemas penitenciarios están diseñados para excluir grupos sociales, no proveen acceso a servicios básicos, operan con altas tasas de hacinamiento y reproducen en su interior lógicas de extractivismo del cuidado.[footnoteRef:2] Así pues, las personas privadas de la libertad no se encuentran en condiciones para tomar decisiones libres e informadas sobre su salud (física y mental) ni desarrollarse de acuerdo con su proyecto de vida.  [2:  Davis, Angela, Are prison obsolete?, Seven Stories Press, 2006; Wacquant, Loïc, Punishing the Poor: The Neoliberal Government of Social Insecurity, Duke University Press, 2009, y CIDH, Mujeres privadas de la libertad, OEA/Ser.L/V/II, Doc. 91/23, 8 de marzo de 2023. Sobre la definición del extractivismo del cuidado, véase en CEPAL, La sociedad del cuidado, op. cit., p. 144.] 

Los sistemas penitenciarios tampoco contemplan acciones para solventar las necesidades de cuidado a las personas que dependen de las mujeres privadas de la libertad, por lo que las primeras enfrentan a situaciones de abandono y violencia que ocasiona el deterioro de su salud y condiciones básicas de vida.[footnoteRef:3] Particularmente, las infancias y adolescencias que tienen a sus madres en reclusión se enfrentan a una mayor pobreza, afectaciones a su educación, problemas de salud (física y mental) y discriminación. Esta situación también puede implicar una sobrecarga de labores para mujeres familiares de las personas privadas de la libertad. [3:  WOLA, IDPC, Dejusticia, y CIM, Mujeres, políticas de drogas y encarcelamiento en las Américas: Una guía para la reforma de políticas en América Latina y el Caribe, 2015 y Uprimny, Rodrigo et al., Mujeres, políticas de drogas y encarcelamiento. Una guía para la reforma de políticas en Colombia, Dejusticia y WOLA, 2016. ] 

Los impactos negativos sobre los cuidados persisten una vez que las mujeres regresan a la libertad. Las mujeres que han salido de prisión, o están dando cumplimiento a medidas alternativas a la prisión, enfrentan múltiples barreras para conseguir empleo en condiciones dignas y satisfacer sus necesidades y las de sus familias, a causa del estigma que implica haber entrado en conflicto con la ley y la falta de políticas públicas en materia de reinserción social.[footnoteRef:4] Por ejemplo, esta población enfrenta retos accediendo al mercado laboral, a recursos financieros y bancarios e, inclusive, a sus documentos de identidad. También el estigma de ser “mala madre” por haber estado en prisión impone obstáculos para que ellas recuperen la custodia de sus hijos, hijas e hijes después de salir de prisión.[footnoteRef:5] En consecuencia, el paso por el sistema penitenciario agudiza las condiciones de vulnerabilidad para ejercer plenamente el derecho al cuidado. [4:  Corporación Humanas, Situación que atraviesa las mujeres que estuvieron en prisión, 2021.]  [5:  Youngers, Coletta et al., Mujeres encarceladas por delitos relacionados con drogas en América Latina: Lo que los números evidencian, WOLA, 2020.] 

Ahora bien, consideramos que es indispensable comprender que la situación de las mujeres en los sistemas penitenciarios está profundamente conectada con las políticas de drogas en América Latina, por lo que es necesario comprender el impacto de estas sobre el derecho al cuidado.
[bookmark: _heading=h.1fob9te]Los Estados de América Latina enfrentan una grave crisis de derechos humanos debido al modelo fallido de políticas de drogas basado en el uso desproporcionado de la prisión y de las fuerzas armadas. Uno de sus efectos ha sido que las mujeres están siendo encarceladas por delitos relacionados con drogas a un ritmo alarmante, en comparación con sus pares varones. Dichas mujeres provienen de grupos sociales en situación de marginalidad, por lo que enfrentan diversas barreras para acceder a fuentes de ingreso viables que permitan compaginar sus responsabilidades de cuidado en el hogar.[footnoteRef:6] De acuerdo con un estudio realizado con la población femenina en centros penitenciarios, el 47.2% tenían bajo su responsabilidad económica entre una y dos personas, a la vez que el 83.8% vivían en estratos socioeconómicos. Así pues¡, la motivación misma de proveer condiciones mínimas para ellas y sus familias se vuelve un factor determinante para el involucramiento en mercados informales y altamente criminalizados (como el comercio de drogas) que resultan en la comisión de delitos y, en consecuencia, en el encarcelamiento. [6:  Giacomello, Corina, Mujeres, delitos de drogas y sistemas penitenciarios en América Latina, IDPC, 2013..] 

Adicionalmente, identificamos que las mujeres encarceladas por delitos de drogas han sufrido de diferentes expresiones de violencia de género y que su ingreso a las estructuras del tráfico de drogas forma parte del continuo de dicha violencia. Esta situación conlleva a inferir que las mujeres han cometido delitos relacionados con drogas enfrentaron asimetrías en las responsabilidades y relaciones socioafectivas (en otras palabras, extractivismo del cuidado) que degradaron progresivamente su vida. 
[bookmark: _heading=h.3znysh7]Por lo anterior, concluimos que las mujeres que se relacionan con el sistema penitenciario están en una situación de desprotección al derecho al cuidado, a causa de que las prisiones no ofrecen medidas para ejercer las responsabilidades de reproducción social hacia otras personas y para ellas mismas. También señalamos que las mujeres en situación de marginalización social, resultado de la intersección de diversas experiencias e identidades y dentro de un escenario con un modelo fallido de cuidado, se ven orilladas a emprender acciones de alto riesgo de criminalización para resolver sus responsabilidades de cuidar. 
[bookmark: _heading=h.2et92p0]Exponemos las experiencias diferenciadas de 4 subgrupos de mujeres que se relacionan con los sistemas penitenciarios. 
a) Mujeres de la diversidad sexual y de género privadas de la libertad
En América Latina, las mujeres lesbianas, bisexuales y trans*, así como personas no binaries, agénero y con género fluido, en reclusión experimentan discriminación que se traduce en una invisibilización de sus responsabilidades de cuidado. En particular, se discrimina o niega los compromisos de cuidado y relaciones socioafectivas que tienen las mujeres trans* y mujeres lesbianas hacía infancias y adolescencias con base en prejuicios. Esta situación similar sucede en el caso de hombres trans y personas no binaries con capacidad de gestar que se encuentran en centros de reclusión para mujeres.
[bookmark: _heading=h.tyjcwt]En el caso de las mujeres trans* que se encuentran en centros de reclusión para hombres,[footnoteRef:7] múltiples investigaciones señalan que las prácticas de cuidado realizadas por dichas mujeres hacia hombres internos están atravesadas por violencia comunitaria y de pareja, la cual es invisibilizada por las autoridades.[footnoteRef:8] Lo anterior se agrava por el uso desproporcionado de sanciones disciplinarias contra la población trans* y las barreras institucionales para vivir de manera digna su identidad. En consecuencia, ellas no pueden destinar recursos para el autocuidado y, por ende, sufren un deterioro progresivo de la salud mental, que resulta en un número alarmante de intentos de suicidio por parte de esta población en las cárceles de la región.[footnoteRef:9]  [7:  WOLA, Dejusticia, Elementa, Equis, CELS, NNAPES e IDPC, Observaciones a la Opinión Consultiva sobre enfoques diferenciados en materia de personas privadas de la libertad, 2020.]  [8:  Colombia Diversa, Del amor y otras condenas: Personas LGBT en las cárceles de Colombia, 2014 y Constant, Chloé, Mujeres trans*, violencia y cárceles, FLACSO, 2022. ]  [9:  García Castro, Teresa y Santos, María (coords)., Mujeres Trans privadas de la libertad: La invisibilidad tras los muros, WOLA, 2020.] 

b) Mujeres en detención preventiva
En América Latina, la población privada de la libertad en prisión preventiva se ha incrementado en las últimas dos décadas. La situación es aún más grave en el caso de las mujeres y, principalmente, a aquellas que viven en exclusión económica o son extranjeras.[footnoteRef:10]  [10:  García Castro, Teresa, Prisión preventiva en América Latina: El impacto desproporcionado en mujeres privadas de libertad por delitos de drogas, WOLA, 2019. ] 

[bookmark: _heading=h.3dy6vkm]La prisión preventiva tiene múltiples consecuencias adversas para las mujeres. En términos del derecho al cuidado, la detención preventiva de las mujeres provoca, incluso por periodos cortos de tiempo, una ruptura grande de los núcleos familiares. De igual manera, este debilitamiento de las redes de protección social afecta a las personas dependientes de dichas mujeres, al quedar expuestas a situaciones de abandono y marginalización. 
c) Mujeres en arresto domiciliario
El arresto domiciliario aparece como una alternativa ideal a las condiciones de alojamientos en centros penitenciarios o comisarías, así como para prevenir la vulneración de derechos que sufren las mujeres en reclusión. La realidad demuestra que el uso de esta medida para que las mujeres puedan cumplir la pena o esperar el juicio en su domicilio no soluciona todas las restricciones que impone el sistema penitenciario para que ejercer el derecho al cuidado.[footnoteRef:11] [11:  Giacomello, Corina y García Castro, Teresa, Presas en casa: Mujeres en arresto domiciliario en América Latina, WOLA, 2020. ] 

Esta figura jurídica es promovida para que se otorgue principalmente a mujeres con la intención de evitar vulneraciones sobre ellas y sus familias, particularmente para el beneficio de las hijas, hijos e hijes de ellas, entendiendo que no deben permanecer alejades de sus madres.[footnoteRef:12] No obstante, la decisión de juzgadores de otorgar el arresto domiciliario suele basarse en estereotipos de género, en lugar de ser otorgada a las mujeres con responsabilidades de cuidado siempre y cuando se priorice el interés superior de sus dependientes, a partir de un estudio caso por caso y que evalúe los posibles efectos adversos para las personas (por ejemplo, si la persona interesada es víctima de violencia de género en su hogar). Otorgar el arresto domiciliario sin dicho análisis sólo perpetúa la feminización del cuidado.  [12:  Véase en Reglas de Bangkok, Reglas Nelson Mandela y Reglas de Tokio.] 

[bookmark: _heading=h.1t3h5sf]Además, su implementación ha ocasionado una serie de vulneraciones. El otorgamiento de la medida no incluye estrategias de acompañamiento ni mecanismo para acceder a ofertas laborales y tiene reglas de movilidad estrictas. También suele ser accesorias a otras medidas coercitivas de vigilancia que consumen recursos. Todo ello limita las posibilidades de garantizar una vida digna para ellas y las personas bajo su cuidado, sobre todo en el caso de las mujeres cabeza de hogar. Esto representa una contradicción de la medida alternativa, pues el arresto que pretende apoyar a las responsabilidades de cuidado agrava la situación de vulnerabilidad y afecta la posibilidad de cumplir con dichas tareas.
d) Mujeres familiares de personas privadas de la libertad
Las mujeres familiares de personas privadas de la libertad también viven una vulneración de derechos, pues deben asumir a tiempo completo las tareas de cuidado de la persona en reclusión con la que mantienen un vínculo socioafectivo, además de realizar las tareas domésticas habituales. Las labores para garantizar el bienestar de su familiar en reclusión incluyen encargarse del proceso penal y asumir tareas informativas entre los centros con el exterior. Sin embargo, estas mujeres familiares son invisibles para los sistemas de justicia y penitenciarios.
Como documentó la Red Internacional de Mujeres Familiares de Personas Privadas de la Libertad (RIMUF),[footnoteRef:13]  las mujeres familiares suelen no tener trabajos remunerados, por lo cual se ven en la necesidad de acceder a uno a partir de la detención del familiar y convertirse en el sostén económico del hogar. Muchas veces dichos trabajos son mal remunerados, con extensas jornadas y con precarios derechos laborales. Así, ellas viven una triple jornada laboral, ya que deben encargarse de generar ingresos, de las labores domésticas y el cuidado de la persona en reclusión, a la vez que deben atender con las exigencias de los sistemas penitenciarios. En consecuencia, las mujeres familiares acuden al cuidado de otro en detrimento a su propio cuidado y salud. [13:  RIMUF, El impacto de la cárcel en las mujeres familiares y las afectaciones a sus derechos humanos, 2022. El diagnóstico se elaboró con las respuestas de 188 mujeres, de las cuales 65% afirman ser la principal fuente de ingreso del hogar y 82% refieren que su estado de salud general empeoró a partir de la detención de su familiar.] 

Además de la sobrecarga en las responsabilidades, las mujeres familiares viven graves violaciones de derechos humanos en distintos momentos de su relación con los sistemas penitenciarios. Ellas experimentar violencia suelen ser agredidas física, sexual y psicológicamente durante los filtros de control. Al interior, no tienen espacios físicos con condiciones dignas para realizar sus visitas y se vuelven víctimas propensas de extorsiones y amenazas, tanto por otras personas en reclusión como de agentes estatales.
[bookmark: _heading=h.4d34og8]
[bookmark: _heading=h.2s8eyo1]En América Latina han existido diferentes experiencias sobre cómo los Estados han respondido, con diferente grado de éxito, a los desafíos frente al derecho al cuidado que plantea el encarcelamiento de mujeres o de sus familiares.
a) El papel del cuidado en las normas penitenciarias y de ejecución penal en México
En México, la Ley Nacional de Ejecución Penal (LNEP), publicada en 2016, es el principal instrumento jurídico en México que regula la vida de las personas que se encuentran privadas de la libertad. Esta ley sólo hace referencia al derecho al cuidado en términos del derecho a salud y a las medidas para garantizar la higiene de las personas privadas de la libertad. Por otra parte, menciona el cuidado como recurso desde la tradicional división sexual del trabajo, pues establece derechos exclusivos a las mujeres privadas de la libertad sólo en razón a su papel de cuidado de infantes que habiten con ellas al interior de los centros penitenciarios -los cuales pueden permanecer con la madre hasta los tres años-. Adicionalmente, la LNEP omite las responsabilidades de cuidados que tienen las mujeres privadas de la libertad hacia otros tipos de personas en situación de dependencia transitoria o permanente.
[bookmark: _heading=h.17dp8vu]Con alcance local, la Ciudad de México publicó en 2021 la Ley de Centros Penitenciarios de la Ciudad de México, que establece un estándar de cuidado más garantista. A diferencia de la LNEP, la ley local indica que la edad límite para que las hijas, hijos e hijes estén con sus madres en los centros penitenciarios es de seis años, ofreciendo un criterio más amplio.[footnoteRef:14] De igual manera, la Ley de Centros Penitenciarios establece la obligación de la autoridad local de proveer los servicios de salud necesarios a las infancias, incluido servicios de pediatría. Esto último ha permitido que las niñas, niños y niñes que viven con sus madres en el Centro Femenil de Reinserción Social de Santa Martha Acatitla cuenten con acceso a una unidad médica de servicios de pediatría y un centro de desarrollo infantil, el cual atendió a 18 niñas y 27 niños que viven con sus madres en 2023. [14:  Véase en la Ley de Centros Penitenciarios de la Ciudad de México, Gaceta Oficial de la CDMX, 2 de septiembre de 2021. En 2023, se emitió la norma que reglamenta la Ley de Centros Penitenciarios de la Ciudad de México, la cual redujo la edad límite a 3 años. Por ello, diversas organizaciones de la sociedad civil han presentado un recurso legal (amparo) reclamando la invalidez del reglamento. Ahora bien, reconocemos que el estándar del límite de edad para determinar el tiempo en que las infancias pueden cohabitar junto con sus madres en los centros penitenciarios es arbitrario y genera afectaciones sobre las niñas, niños y niñes. En seguimiento a los principios y derechos de la Convención sobre los Derechos del Niño, las autoridades judiciales (de manera inicial) y penitenciarias (con posterioridad) deben realizar un estudio caso por caso de las personas procesadas y sentenciadas que tienen a su cargo el cuidado primordial de niñas, niños y niñes, teniendo en consideración el interés superior de la niñez. ] 

b) Política de residencias familiares al interior de centros penitenciarios de México 
También en México han existido diversas experiencias de políticas de residencias familiares al interior de los establecimientos, que permiten a las personas privadas de la libertad mantener los lazos socioafectivos, apoyar la vinculación familiar y, con ello, contribuir a su reinserción social. [footnoteRef:15]  [15:  Reglamento del Complejo Penitenciario Islas Marías, DOF 30 de noviembre de 2012. En dicho complejo penitenciario solían estar recluidas las personas con penas privativas largas, aunque los criterios variaron a lo largo de los años.] 

[bookmark: _heading=h.3rdcrjn]Una de ellas fueron las residencias familiares al interior en el Complejo Penitenciario Islas María, ubicado en el archipiélago de las Islas María en las costas del Pacífico mexicano que funcionó hasta 2019. La política era considerada un estímulo a la buena conducta que podían solicitar las personas privadas de la libertad —en su mayoría, varones—, pero no ofrecía mecanismos de subsistencia o de redistribución de las labores de cuidado, que eran asumidas en su totalidad por las mujeres. Otra experiencia de residencias ha ocurrido en los desde 2017 en el Centro de Reinserción Social de Tanivet, Oaxaca, como parte de un modelo de reinserción social para mujeres con hijas e hijos. Si bien las acciones tienen por objetivo contribuir al cuidado de la tierra, autocuidado y cuidado de otras personas, no existen las condiciones materiales o de higiene necesarias y tampoco hay un seguimiento adecuado sobre las necesidades de cada mujer beneficiaria.[footnoteRef:16] [16:  Comisión Nacional de Derechos Humanos, Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria 2022, 2022.] 

c) Los Principios De Bogotá, una propuesta desde la sociedad civil
En 2022, RIMUF elaboró el documento llamado Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de los Derechos de las Mujeres Familiares de Personas Privadas de la Libertad, también conocidos como los “Principios de Bogotá”, con el fin de fijar estándares y deberes de protección a las familias de personas privadas de la libertad.[footnoteRef:17] Estos fueron concebidos como una herramienta orientadora para el Sistema Interamericano de Derechos Humanos para garantizar medidas de protección integral y políticas públicas que reconozcan la magnitud de los efectos de la privación de la libertad en la vida de las familiares, especialmente en las mujeres, las infancias y adolescentes, enfatizando los derechos a igualdad y no discriminación, a la salud integral, a la protección del vínculo familiar, la perspectiva de género y diversidad y procurar que no existan más muertes bajo custodia. De todos los Principios de Bogotá, destacamos los siguientes que instan a los Estados a: [17:  Véase en Principios de Bogotá.] 

1.  Incorporar la perspectiva de género, de diversidad e interseccional en las prácticas institucionales (administrativas, judiciales y penitenciarias) dirigidas a las mujeres familiares.
2. Reconocer a todas las mujeres familiares como cuidadoras y, por tanto, implementar políticas públicas que brinden apoyo económico a partir del reconocimiento del impacto que la cárcel tiene en la economía de estas familias. 
3. Producir información para conocer el número de personas que se ven afectadas, de manera directa, por la sobrecarga de tareas a partir de la detención de sus familiares, identificando de manera primordial el número de infantes y adolescentes tienen un referente privado de la libertad. 
4. Erradicar todas las formas de discriminación y violencia que enfrentan las mujeres familiares en su interacción con los sistemas penitenciarios
5. Garantizar que las personas cumplan su pena privativa de la libertad en centros penitenciarios lo más próximos a la residencia familiar.
d) Ley de utilidad pública para mujeres cabeza de familia en Colombia
En Colombia, el gobierno sancionó la Ley 2292 de 2023 (conocida como “Ley de servicios de utilidad pública para mujeres cabeza de familia”), el 8 de marzo de 2023, que crea una medida de sustitución de la pena de prisión para mujeres privadas de la libertad que demuestran que la comisión del delito estuvo asociada a los roles de cuidado y la manutención de sus familias.[footnoteRef:18] La política consiste en prestar un servicio social no remunerado en instituciones estatales, organizaciones sin ánimo de lucro y organizaciones no gubernamentales, y que se encuentren relacionados a labores de recuperación o mejoramiento del espacio público, asistencia a comunidades vulnerables, realización de actividades educativas, culturales, ambientales, viales, entre otras. Sus requisitos exigen que las mujeres, además de ser la cabeza de la familia, hayan sido condenadas por delitos relacionados a hurto o drogas, o que su condena no exceda los 8 años de prisión (exceptuando delitos de violencia intrafamiliar), así como que la comisión de delito haya ocurrido por condiciones de marginalidad.  [18:  Véase en Ley 2292 de 2023. Posteriormente, el gobierno de Colombia emitió el Decreto 1451 de 2023, el 4 de septiembre pasado, en el cual reglamenta la anterior ley y establece el funcionamiento del plan de ejecución de servicios de utilidad pública, y las reglas para permitir que las entidades públicas y organizaciones sin ánimo de lucro crear cupos para la prestación de los servicios por parte de las mujeres beneficiarias de esta medida.] 

[bookmark: _heading=h.lnxbz9]El objetivo de la ley es evitar la separación de las mujeres de sus familias y comunidades, de modo que se reduzcan los impactos de haber enfrentado el sistema penitenciario.[footnoteRef:19] De igual manera, la ley ofrece una ruta de empleo, emprendimiento y de educación al interior de los establecimientos carcelarios para este grupo social con miras de contribuir a su reinserción social. Por ello, reconocemos que dicha ley y su decreto reglamentario acogen las Reglas de Bangkok de las Naciones Unidas y adoptan una alternativa al encarcelamiento que considera los contextos de victimización y marginalización de las mujeres, así como su papel en las tareas de cuidado.  [19:  Mujeres Libres y Dejusticia, Alternatividad penal para mujeres cabeza de familia: Conoce sobre el servicio de utilidad pública de la ley 2292/23, 2023.] 
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